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Introducción

El agua es considerada como un bien al que tene-
mos derecho todos. Ello no carece de razón, sobre
todo si tomamos en cuenta que sin ella ninguna
forma de vida sería posible. Sin embargo, es esta
misma concepción que se tiene sobre el vital lí-
quido la que frecuentemente ha complicado su
dotación. En efecto, para muchos habitantes de las
ciudades el agua es considerada como “un bien
implícito del medio ambiente cuyo suministro es
una obligación” de las autoridades correspondien-
tes. Así, muchos de ellos consideran como un he-
cho “de elemental justicia que se les proporcione,
sin cuestionarse o tomar conciencia clara de los
recursos físicos, técnicos, económicos y humanos
que se requieren para ello”.1

Esta falta de conciencia de la importancia de
cuidar el agua ha ocasionado, entre otros factores,
que grandes cantidades del líquido se desperdi-
cien irremediablemente en los centros urbanos del
país, provocando con ello la escasez del recurso.
Las autoridades encargadas de proveer el agua a
las ciudades son, en buena medida, corresponsables
de esta situación. En general, los organismos res-
ponsables sólo contemplan opciones técnicas para
satisfacer la creciente demanda de agua. Las más
de las veces no transmiten a los consumidores los
costos que se generan por el aumento de la infra-
estructura hidráulica. Esto provoca que los usua-
rios no tengan incentivos para cuidar el agua, ya
que ellos continúan pagando un precio muy bajo
por el líquido, independientemente del costo de
las obras.

Ante este panorama, el presente artículo ofre-
ce alternativas de política pública para solucionar
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la escasez de agua en las ciudades de México. Se
parte de un breve diagnóstico de la situación ac-
tual para después entender la naturaleza económi-
ca de los organismos públicos que se encargan de
dotar de agua a las ciudades. Con estos elementos
se ofrecen distintas opciones de carácter econó-
mico que pueden fomentar el consumo racional
del agua y garantizar su abasto permanente. Entre
ellas, es de especial importancia la instauración
de un sistema de tarifas que cobre a los usuarios
los costos reales por el servicio de dotación de
agua potable, tomando en cuenta las condiciones
socioeconómicas de los distintos segmentos de
población urbana.

La problemática del agua en México

Las reservas totales de agua dulce del planeta re-
basan los 37 millones de kilómetros cúbicos, can-
tidad suficiente para satisfacer cualquier necesi-
dad de la población humana actual o futura. Sin
embargo, el problema se da cuando se establece
el estado en que ésta se encuentra. En efecto, la
mayor parte del agua permanece congelada, ente-
rrada en las profundidades o perdida en la atmós-
fera, y sólo un pequeño porcentaje del recurso
está en circulación permanente.2 Esta escasez re-



28 RENGLONES # 49, AGOSTO-NOVIEMBRE 2001

lativa del recurso es muy evidente en México. En
nuestro país abundan las cuencas hidrológicas con
escurrimientos superiores a los 400 mil millones
de metros cúbicos de agua, pero su distribución y
utilización presentan grandes disparidades. El nor-
te del país representa más de la tercera parte del
territorio nacional, pero sólo recibe 3% de las pre-
cipitaciones pluviales. Por otro lado, 82% de la
infraestructura construida para almacenar el agua
se encuentra por debajo de los 500 metros sobre
el nivel del mar, donde sólo habita 24% de la po-
blación mexicana.3 Con estos datos, se puede ad-
vertir que los principales problemas para dotar de
agua a la población están en el norte y en las
ciudades altas, es decir, donde vive la mayor parte
de los habitantes de México. En este sentido, hay
dificultades para abastecer un recurso que en su
estado natural es relativamente abundante, pero
que presenta problemas a la hora de distribuirse
territorialmente, ya que la mayor parte de las ciu-
dades se ubican en lugares donde este bien no
está disponible. Es así como se genera su escasez.

Además de esta escasez de agua en México, la
dotación del vital líquido presenta otra serie de
problemas. Primero, casi la mitad del caudal de agua
potable suministrado a las ciudades se concentra
en las zonas metropolitanas de México, Guadalajara
y Monterrey.4 Segundo, sólo un porcentaje muy
reducido del agua que se consume en las ciuda-
des, en el campo y la industria recibe algún tipo de
tratamiento para su reuso, lo cual produce grandes
cantidades de aguas negras y residuales. Tercero,
un porcentaje muy alto del agua que se suministra
a las ciudades se desperdicia por fugas. En
Zacatecas, por ejemplo, más de 50% del agua su-
ministrada a la ciudad se pierde por este concep-
to.5 Y cuarto, el marco legal que regula la explota-
ción, el uso y aprovechamiento del agua en el
país impidió por muchos años la asignación nítida
de los derechos de propiedad sobre el agua, lo
cual originó que el recurso no se destinase a los
usos más productivos desde el punto de vista so-
cial.6 En la actualidad se ha avanzado en este senti-
do, especialmente desde la entrada en vigor de la
Ley de Aguas Nacionales.7 Aunque dicha ley sigue
considerando al agua como propiedad de la na-
ción, en ella se establecen diversos mecanismos
para concesionar su uso y aprovechamiento, lo cual
genera mayor certidumbre a las personas y orga-
nismos interesados en invertir en esta industria.8

Por otro lado, la salud financiera de los orga-
nismos responsables de dotar de agua potable a

las ciudades del país es, en general, bastante pre-
caria. Esto se debe a diversos factores, aunque
hay dos que se deben destacar. El primero de ellos
tiene que ver con la irregularidad en los cobros
por el servicio. Según datos de la Comisión Nacio-
nal del Agua (CNA) para 1988, de 100 litros que se
entregaban a las puertas de las ciudades “sola-
mente llegaban al usuario 60 litros, se facturaban
40 litros y se cobraban 30, los cuales además se
hacían con un rezago de 6 a 9 meses”.9 Y el se-
gundo consiste en la fijación de tarifas o precios
del recurso. En México las tarifas para el agua “se
encuentran muy por debajo de los costos” de ob-
tención y dotación del líquido, lo cual provoca la
descapitalización de la industria10 y la sobrexplota-
ción y escasez del recurso. Esto se debe fundamen-
talmente a que el agua se encuentra enormemente
subsidiada, lo que impide que los usuarios (urba-
nos y rurales) incorporen los costos que represen-
ta su provisión.11 Como comenta Sánchez Ugarte:

Cuando el agua es tan abundante que la oferta disponi-

ble exceda la demanda a un precio cero, se puede

afirmar que el agua no es un recurso escaso y que por

lo tanto el problema económico se reduce a ponerla a

disposición de los usuarios y a garantizar que su calidad

no se deteriore por encima de lo que es óptimo desde

el punto de vista social. Cuando la demanda de agua a

precio cero excede a la oferta, entonces se presenta

un problema económico de escasez. El sistema de pre-

cios debe intervenir para igualar demanda y oferta,

estableciéndose un precio de equilibrio por medio del

mercado.12

El problema es que dicho sistema de precios, aun-
que sea en su forma más elemental y tomando en
consideración las regulaciones que apliquen al res-
pecto, poco o nada tiene que ver en las solucio-
nes para proveer de agua potable a la población.
Por el contrario, en México las alternativas que se
han planteado para satisfacer la demanda de agua
descansan casi exclusivamente en criterios y op-
ciones de carácter más bien técnico. En efecto, los
problemas para dotar de agua a los centros urba-
nos del país se han resuelto a través de mayores
inversiones en infraestructura hidráulica, como son
la construcción de presas, acueductos, plantas de
bombeo, etc. Ante la problemática de escasez
de agua potable en alguna ciudad, los primeros
esbozos de solución se trazan en mapas y planos
que establecen las líneas por donde correrán los acue-
ductos, los espacios desde donde ubicarán los cen-
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tros de almacenamiento de las aguas de algún río
o los puntos donde se bombeará el agua para que
luego ésta siga algún cauce natural o construido,
de tal forma que llegue a la ciudad después de
haber recorrido varias decenas o cientos de kiló-
metros.

Y todo esto a un costo muy elevado, sin que el
usuario tenga que pagar un precio distinto al que
pagaba antes de que se realizaran las obras de
infraestructura hidráulica. Con ello la sociedad en
su conjunto no incorpora los costos que represen-
ta dotar de mayor cantidad de agua a las ciudades.
Además, cuando la tarifa que se cobra al consumi-
dor no refleja el costo extra que representa la pro-
visión de más agua no se transmite la información
necesaria a los usuarios sobre la escasez relativa
del líquido. En este sentido, al utilizarse de mane-
ra inadecuada el sistema de precios, la asignación
de agua para las ciudades carece de racionalidad
económica. En efecto, cuando el precio no inclu-
ye todos los costos en que la sociedad incurre
para abastecer el líquido no existen los incentivos
suficientes para que los consumidores no lo des-
perdicien. Como argumentan Belausteguigoitia y
Rivera:

La idea que fundamenta el uso de los precios en la

asignación racional de los recursos, es que el precio de

una mercancía debe incluir todos los costos, incluyen-

do los costos ambientales en los que incurre la socie-

dad al producir o consumir dicha mercancía. Cuando el

mercado de un bien funciona adecuadamente, el pre-

cio indica de manera simultánea los costos sociales de

producir una unidad adicional de ese bien y la valora-

ción social de esa unidad adicional. Lo anterior es una

característica deseable. Por un lado, porque la econo-

mía no debería producir bienes cuyo costo social supe-

re el valor que la sociedad misma les asigna. Por el

otro, la economía debe producir bienes cuyo valor so-

cial supere los costos sociales en los que incurre la eco-

nomía para producir dicho bien.13

Así pues, sin negar la importancia de las opciones
técnicas, lo cierto es que otro tipo de criterios,
como son el consumo racional del líquido y el
cobro de tarifas reales a los usuarios, han tenido
poca cabida en la propuesta de soluciones para
evitar la escasez del recurso. Se han hecho pocos
estudios para evaluar cómo variaría la demanda
de agua si se llegasen a aplicar tarifas reales para
su cobro y se implantasen criterios económicos
para reducir su consumo. Por ello el problema

mexicano del agua va más allá de su escasez. En
la actualidad tiene que ver con la falta de criterios
económicos para proveerla a los habitantes y de
visión administrativa para permitir que esta indus-
tria funcione con mayor eficiencia.

Naturaleza económica de los organismos
encargados del abasto de agua potable

Para entender cómo podrían implantarse políticas
públicas que incorporen criterios económicos en
materia de agua potable es importante compren-
der primero algunos aspectos de esta industria y
de los organismos responsables de proveerla a las
ciudades. En general, los organismos que han te-
nido a su cargo esta tarea fueron creados bajo una
concepción según la cual los servicios públicos
debían financiarse con recursos tributarios, toman-
do en cuenta el servicio que se quería satisfacer y
el nivel de gobierno que lo realizaría.14 En el caso
de la dotación de agua potable para las ciudades
hay algunos factores que justifican esta forma de
atender la demanda del servicio. En primer lugar,

Pacto de sangre, óleo sobre tela, 45.4 x 35.4 cm, 1975,
colección particular.



30 RENGLONES # 49, AGOSTO-NOVIEMBRE 2001

la industria del agua muestra muchos aspectos que
propician la aparición de un monopolio natural, el
cual normalmente funciona bajo un esquema de
subsidios otorgados por el gobierno, o mediante la
regulación de alguna empresa privada que se en-
cargue de producir el recurso. Y segundo, la esca-
sez de agua en los mantos acuíferos y la degrada-
ción ecológica de las fuentes que abastecen del
líquido a las ciudades acreditan la intervención de
entidades gubernamentales en el servicio de abas-
to de agua.15

Las características que hacen que los organis-
mos responsables del abasto de agua potable para
las ciudades funcionen como un monopolio natu-
ral se encuentran especialmente en la inversión
en infraestructura hidráulica para la obtención y
distribución del líquido. Es en estos renglones don-
de los organismos enfrentan costos fijos muy ele-
vados16 para proveer agua a los centros de pobla-
ción, mientras que su costo marginal por cada litro
adicional que deseen suministrar es demasiado
pequeño debido a que una vez que se cuenta con
la infraestructura adecuada cuesta muy poco en-
viar un litro más de agua por las tuberías.17 Cuan-
do se presentan estos elementos en una industria
no es extraño que se opere con rendimientos cre-
cientes a escala,18 de forma tal que desde el punto
de vista de la sociedad resulta menos costoso que
una sola empresa produzca la cantidad del bien
que demanda el mercado que dividir la función de
oferta entre dos o más productores.

Sin embargo, los organismos también tienen a
su cargo la operación y el mantenimiento de las
redes de agua potable y alcantarillado, así como la
medición del consumo del líquido en las ciudades.
Estas responsabilidades han ocasionado que dis-
traigan una gran cantidad de recursos para reali-
zarlas, y que su funcionamiento se haya visto me-
nos favorecido, sin que esté suficientemente claro
que deban encargarse de llevarlas a cabo. De cual-
quier forma, el énfasis de los organismos ha esta-
do en la reducción de costos y el aumento de la
eficiencia operativa. A lo largo de su historia, muy
poco han intervenido en ellos otro tipo de meca-
nismos, tales como criterios económicos que ayu-
den a reducir la demanda del líquido a través de
un uso más eficiente de éste.19 Debido a su condi-
ción de monopolios naturales y a los subsidios
que reciben, los organismos han gozado de auto-
nomía en la aplicación de los recursos que carac-
terizan a empresas de este tipo. Tal vez por esta
independencia las tarifas que han cobrado por el

servicio público de dotación de agua potable han
sido por lo general fijas para todo un año fiscal y
se modifican únicamente cuando se revisan las
leyes de ingresos. Además, como ya se apuntó
antes, dichas tarifas normalmente están muy reza-
gadas del costo real de obtención y distribución
del líquido.

Propuesta de políticas públicas
para solucionar los problemas
de escasez de agua en México

En función del breve diagnóstico de la situación
en que se encuentra la dotación de agua potable
para las ciudades del país, se pueden proponer
distintas políticas públicas que contribuyan a solu-
cionar esta problemática. Como ya se comentó, la
industria del agua en México se ha caracterizado
por la puesta en marcha de proyectos técnicos
para aumentar la oferta del líquido y poco han
intervenido en ella criterios de otro tipo. Por ello
sería conveniente que la toma de decisiones en se
impregnara cada vez más de propuestas de políti-
ca pública que incorporaran criterios de raciona-
lidad económica. La idea no es sustituir la técnica
en la dotación de agua. Eso no sólo no sería posi-
ble sino que obstaculizaría el desarrollo propio de
la industria como tal. Más bien lo que se sugiere
es que la ingeniería y la economía vayan de la
mano a la hora de decidir cómo solucionar los
problemas de agua que padece el país. A conti-
nuación se proponen algunas políticas públicas que
podrían acompañar a las opciones técnicas en la
tarea de suministrar el agua a la población.

En primer término, habría que cuestionar la
utilización indiscriminada del subsidio como parte
integral del esquema de funcionamiento (y finan-
ciamiento) de los organismos encargados de abas-
tecer de agua potable a las ciudades. Este meca-
nismo sólo evita que el consumidor incorpore los
costos de suministrar el agua a las zonas urbanas,
ya que para él no hay diferencia entre gastar 50 o
400 litros diarios. Por ello sería recomendable que,
además de eliminar el subsidio generalizado, se
instale un sistema de tarifas con criterios de equi-
dad. Entre otros objetivos, esta política permitiría
hacer más eficiente la asignación del recurso, se-
ñalar a los consumidores los costos en que incurre
la sociedad para proveer el líquido, “dar incenti-
vos a los consumidores para que no lo desperdi-
cien” y lograr que el organismo proveedor del
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servicio alcance la autosuficiencia financiera.20 Todo
ello sin que se descuide el bienestar de la pobla-
ción y sujeto solamente a restricciones ambienta-
les y sociales razonables.21

Desde luego que una parte importante del sis-
tema de tarifas sería la implantación de cobros
diferenciados a distintos segmentos de la pobla-
ción. Es natural suponer que las zonas marginadas
de los centros urbanos tendrían dificultades para
pagar el suministro a su verdadero costo. Como
propone Rigoberto Soria Romo, el sistema debe
contemplar una estructura tarifaria donde se hicie-
sen cobros mayores “a los usuarios de más in-
gresos” y de consumos elevados del líquido (tari-
fas diferenciales) y menores a los de menor poder
adquisitivo o consumos reducidos de agua (tarifas
preferenciales). Según este autor, tal método se
constituiría en un “esquema de transferencias di-
rectas entre grupos de beneficiarios”, pues equi-
valdría “a fijar un impuesto al consumo” de los
usuarios derrochadores o con más altos ingresos y
un subsidio a los consumidores ahorrativos “o de
los estratos sociales más necesitados”.22

En segundo lugar, es importante que los orga-
nismos encargados del abasto de agua tomen en
cuenta incentivos adicionales para usar con mayor
eficiencia el preciado líquido en las zonas urba-
nas, que complementen al sistema de tarifas en la
tarea de racionalizar el consumo. Dichos incenti-
vos deberían sustentar un programa destinado a
informar al público usuario sobre la importancia
de cuidar el líquido, así como promover acciones
que, como las tarifas, logren el mismo bienestar
económico derivado del agua, pero usándola en
menor cantidad. En este sentido, cinco podrían ser
los componentes de un programa para el uso efi-
ciente del agua: medidas para su conservación y
programas educativos destinados a desincentivar
su desperdicio; medidas para detectar y reparar
fugas; mediciones y cobros adecuados del gasto
de agua en la ciudad; promoción del uso de agua
residual tratada en la industria, el campo y la ciu-
dad, e instalación de dispositivos de bajo consumo
en viviendas e industria.

Cada uno de estos componentes merece un
análisis por separado, y su grado de implantación
debería ser objeto de una evaluación de cada or-
ganismo responsable de dotar de agua a algún
centro urbano o al campo en general. Por ejem-
plo, se ha detectado que los programas que fo-
mentan la conservación del agua tienen mayor éxito
en la medida en que los consumidores conocen la

cantidad que ahorran al adoptar medidas pro con-
servación.23 Asimismo, en el país ha habido ya
experiencias diversas con algunos de estos com-
ponentes de los programas de uso eficiente del
agua. En la ciudad de México, por ejemplo, a prin-
cipios de los noventa se instalaron dispositivos de
bajo consumo de agua. El programa tuvo éxito en
dependencias gubernamentales, comercios e in-
dustrias, pero su impacto fue relativamente bajo
en las viviendas, ya que era muy difícil convencer
a estos usuarios de los beneficios de tales cam-
bios.24 Este tipo de experiencias pueden guiar las
políticas de sustitución de muebles sanitarios en
otras ciudades del país, tomando en cuenta que
estas acciones son factibles si no se insiste en lle-
varlas a cabo en viviendas particulares que ya cuen-
tan con dispositivos sanitarios.

En tercer lugar, sería importante un involu-
cramiento más activo de la iniciativa privada en la
industria del agua. Independientemente de su con-
dición de monopolio natural, los actuales organis-
mos responsables de la provisión de agua podrían
promover la mayor participación de la iniciativa
privada tanto en la dotación de agua potable para
las ciudades como en la operación y el manteni-
miento de las redes hidráulicas. Con estas medidas
seguramente se aligeraría la carga administrativa y
operativa que enfrentan los organismos públicos.
En este mismo sentido, Fernando Sánchez Ugarte
ha realizado diversas sugerencias para incentivar
la participación privada en materia de agua pota-
ble. El autor sugiere que gran parte de la inver-
sión en infraestructura hidráulica debería ser “pro-
movida y financiada por los particulares”. Para ello
habría que aprovechar el esquema de concesio-
nes previsto en la Ley de Aguas Nacionales para
garantizar el plazo de la concesión por un periodo
de tiempo suficiente para  recuperar la inversión.
En consecuencia, los organismos públicos debe-
rían reducir su participación en el desarrollo de
obras de infraestructura hidráulica estableciendo
“mecanismos para recuperar el costo de la inver-
sión por parte de los beneficiarios”.25

Estas acciones de privatización o concesión de
algunos de los servicios requeridos para el abasto
de agua para las ciudades acarrearían ventajas in-
mediatas. Primero, se reducirían las actividades
regulatorias por parte de los organismos públicos,
ya que se separaría “al regulador del productor de
agua potable”.26 Segundo, dichos organismos y los
concesionarios podrían darle una visión de largo
plazo a una industria que tradicionalmente se ha
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caracterizado por la toma de decisiones a corto y
mediano plazos. Y tercero, la industria del agua
potable dependería cada vez menos de los ajustes
políticos y las decisiones de política en las que
normalmente se ven involucrados los organismos
del sector público.27

Desde luego que la capacidad de supervisión
del desempeño de los particulares debería ser una
de las funciones permanentes de los organismos
públicos responsables del abasto de agua. En efec-
to, no debe olvidarse que cada concesionario pri-
vado adquiriría una especie de poder monopólico
local en las actividades que tuviese a su cargo. Por
ello la propuesta de concesiones o privatizaciones
no consiste en dejar a las fuerzas libres del merca-
do la dotación de agua potable sino en permitir la
participación de la iniciativa privada en activida-
des que podría llevar a cabo con más eficiencia
que los organismos públicos. Y todo ello bajo una
reglamentación clara que permitiese la supervi-
sión de las tareas de todos los actores involucrados
en la dotación de agua potable.

Como última propuesta de política pública, se
sugiere considerar la implantación de mercados
de agua28 en las diversas cuencas hidrológicas de
México. Esta alternativa es importante especial-
mente para el consumo fuera de las ciudades, so-
bre todo por parte del sector agropecuario. En la
actualidad aproximadamente 90% del consumo de
agua en el país (y en general en los países en vías
de desarrollo) corresponde a este sector, y las
más de las veces no se les cobra el uso del líquido

o se les otorgan enormes subsidios.29 Bajo esta
perspectiva, deberíamos preguntarnos si el sector
agropecuario realmente necesita toda el agua que
utiliza. Tanto en México como en el resto del mun-
do, la situación ha llegado al punto en que el agua
tiene que ser desviada del campo a las ciudades,
y una de las formas de lograrlo es aceptando al
recurso como “un bien económico más y tratándo-
lo como tal”, como se hace con “el carbón, el
petróleo o la madera”.30 Con ello lo que se busca
es inducir la explotación socialmente óptima del
líquido, maximizando el valor marginal neto de
cada unidad de agua en sus distintos usos31 para
que se emplee en aquellas actividades (irrigación,
pesca, consumo industrial, etc.) donde se observe
el mayor rendimiento económico, es decir, para
que se comercialice.32

Sin embargo, para que el agua presente todas
las características de un bien comercial es necesa-
rio que los derechos de propiedad de los agentes
que participan en la explotación del recurso estén
claramente especificados. Con ello, las probabili-
dades de establecer mercados de agua en las dife-
rentes cuencas del país se volverían más reales.
La ventaja de tales mercados radica en la posibili-
dad de comercializar el líquido entre los distintos
usuarios, lo que a su vez enviaría señales de ofer-
ta y demanda que les permitirían conservar el re-
curso y coordinar su uso. Con la existencia de
precios de mercado para el agua, “un agricultor
puede decidir con mayor facilidad qué tipo de
cultivos sembrar” (de acuerdo con su rentabilidad)
y “qué cantidad de agua destinarles”.33 En México,
la Ley de Aguas Nacionales vigente introduce me-
canismos legales importantes que podrían posibi-
litar el establecimiento paulatino de este tipo de
mercados.

Ahora bien, la posibilidad legal de implantar
mercados de agua en el país no garantiza que su
comercialización se lleve a cabo de manera exitosa.
De hecho, las experiencias en el mundo en esta
materia han tenido resultados distintos. Mientras
que en lugares como California se ha logrado lle-
var a buen término el funcionamiento de merca-
dos de agua, en países como Chile no se han al-
canzado los resultados que se esperaban.34 En este
sentido, si bien los mercados de agua ofrecen so-
luciones interesantes para racionalizar el consumo
fuera de las ciudades, es necesario que se estudie
esta alternativa en el contexto de la industria del
agua en el país. Lo que no debe permitirse es que
este tipo de opciones permanezcan ignoradas, ya

Círculos, óleo sobre tela, 65 x 50 cm, 1976,
colección particular, cortesía Galería Arvil.
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que ofrecen alternativas que pueden contribuir de
manera efectiva a solucionar los problemas que
plantea la relación campo-ciudad en cuanto al de-
recho de consumir el agua que se encuentra dis-
ponible en el país.35▲
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